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Pereira, mayo treinta (30) de dos mil diecisiete (2017)

Acta No. 280 del 30 de mayo de 2017

Expediente No. 66001-31-03-002-2017-00030-01
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por el apoderado de la Cooperativa del Municipio de Pereira y Departamento de Risaralda -COOMPER- frente a la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito local, el 23 de marzo último, en la acción de tutela que la impugnante instauró contra el Juzgado Cuarto Civil Municipal de Pereira, a la que fueron vinculados los señores Francisco Javier Montes Tangarife, Manuel Antonio Grisales González  y Jaime Ramírez Ospina, la Defensora de Familia y el Procurador Delegado para la Defensa de los Derechos de la Infancia, la Adolescencia y la Familia de esta ciudad.
A N T E C E D E N T E S

1. El apoderado de la entidad accionante relató los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 La Cooperativa COOMPER promovió demanda ejecutiva contra los señores Francisco Javier Montes Tangarife, Manuel Antonio Grisales González y Jaime Ramírez Ospina para obtener el pago de las obligaciones contraídas por estos últimos, representadas en el pagaré No. 15264.
1.2 El Juzgado Cuarto Civil Municipal de Dosquebradas, al que correspondió el asunto, libró mandamiento de pago el 28 de julio de 2014. 
1.3 Pese a que todos los demandados fueron notificados en debida forma, únicamente el señor Manuel Antonio Grisales González concurrió al proceso para proponer como excepciones las que denominó “incapacidad para obligarse”, “beneficio de exclusión”, “cobro de lo no debido”, “incapacidad económica” y “mala fe por parte del representante legal de COOMPER”. Así mismo solicitó algunas pruebas trasladadas, pero no pidió “la sentencia o al menos se allego (sic) certificacion (sic) que se estuviera tramitando” proceso de interdicción judicial a su favor.

1.4 Oportunamente COOMPER se pronunció respecto de esos medios exceptivos.
1.5 Por auto del 5 de mayo de 2015 el juzgado de conocimiento decretó pruebas. Con posterioridad, la apoderada del excepcionante  incorporó certificación en la que se informa la existencia del proceso de interdicción del citado señor, que cursa en el Juzgado Tercero de Familia de esta ciudad; puesto en su conocimiento, solicitó su exclusión o en subsidio, no fuera tenido en cuenta. 
1.6 Luego de que el proceso pasara a despacho para dictar sentencia, el funcionario accionado, para subsanar aquella ausencia probatoria, de oficio, solicitó al Juzgado Tercero de Familia allegar copia de la sentencia de interdicción.
1.7 El 22 de septiembre de 2016 se dictó fallo en el que se  declararon probadas las excepciones formuladas por el señor Grisales González y se ordenó la terminación del proceso en su contra. Para así decidir, consideró que si el 1º de agosto de 2013 Medicina Legal emitió dictamen en el que determinó la incapacidad para obligarse de ese demandado y el pagaré lo suscribió el 30 de septiembre siguiente, para esta última fecha era un incapaz absoluto.  
1.8 Contra dicho fallo, al ser proferido en única instancia, no procede recurso alguno, razón por la cual frente es viable la tutela en este caso. 
1.9 En dicha decisión se incurrió en defecto fáctico por las siguientes razones: a) si bien el funcionario accionado concluyó que en este caso el actor no podía obligarse, pues para la fecha en que suscribió el título valor ya existía un dictamen de Medicina Legal que así lo determinada, se dejó de acreditar si este hecho era de conocimiento de la Cooperativa accionante; b) la única manera para demostrar la incapacidad de una persona es con la respectiva sentencia de interdicción, la cual, en este caso, fue emitida el 16 de enero de 2015, es decir luego de la fecha en que se suscribió el pagaré. Además, sus efectos son a futuro, razón por la cual no pueden extenderse a obligaciones causadas con anterioridad; c) según los testimonios rendidos por la empleada que atendió a los ejecutados cuando firmaron ese título valor y por el representante legal de COOMPER, el señor Grisales González se mostraba normal y plasmó su rúbrica sin ningún problema y no se exhibió prueba que demostrara su estado de incapacidad; d) la parte demandada, a pesar de que tenía la carga de probar los hechos constitutivos de sus excepciones, omitió solicitar la prueba trasladada del proceso de interdicción. No obstante, el juzgado de conocimiento, vencida la etapa procesal correspondiente, decidió oficiar al Juzgado Tercero de Familia para que allegara copia de la sentencia por medio del cual se definió ese asunto, cuando la facultad oficiosa no puede remediar las falencias probatorias de las partes y e) a pesar de la incapacidad del citado señor, otorgó poder especial a abogada para que formulara excepciones en el proceso ejecutivo.         

2. Considera lesionado el derecho al debido proceso. Para su protección, solicita se revoque la sentencia proferida por el juzgado accionado y en su lugar, se ordene proferir una nueva en la cual se protejan las garantías procesales de las partes y se efectúe una valoración probatoria completa, con exclusión de la prueba de oficio decretada para subsanar la citada falencia probatoria.  

A C T U A C I Ó N     P R O C E S A L

1. Por auto de 2 de febrero último se admitió la acción y se ordenó vincular a los señores los señores Francisco Javier Montes Tangarife, Manuel Antonio Grisales González y Jaime Ramírez Ospina.
2. Solamente se pronunció, por medio de apoderado, la señora Yolanda Amparo Encizo Acevedo, curadora de Manuel Antonio Grisales González, para manifestar que el proceso ejecutivo objeto del amparo es producto de un “arreglo” efectuado por COOMPER ante el incumplimiento de deudor solidario Francisco Javier Montes Tangarife, tal como lo aceptó su representante legal en el interrogatorio de parte al que fue sometido; en una primera demanda instaurada por esa Cooperativa contra el señor Manuel Antonio Grisales González se advirtió de la existencia del proceso de interdicción y en la que ahora es objeto de estudio se solicitaron como pruebas trasladadas, algunas piezas procesales de ese asunto, las que efectivamente fueron allegadas; indicó que el proceso se desarrolló de conformidad con los lineamientos legales y que las excepciones formuladas fueron probadas, sobre todo las relacionadas con la incapacidad mental del citado señor, la que se produjo antes de la suscripción del título base del recaudo. Solicitó la desvinculación de su representado. 
3. El 13 de febrero pasado se dictó sentencia de primera instancia, la que se declaró nula por esta Sala, en razón a que no fueron citados al proceso la Defensoría de Familia y el representante del Ministerio Público.
4. Rehecha la actuación, se pronunció el Procurador 21 Judicial II para la Defensa de los Derechos de la Infancia, la Adolescencia y la Familia, para pedir se negara el amparo ya que en este caso no se colman todos los requisitos generales de procedencia de la tutela contra providencias judiciales porque la supuesta irregularidad procesal, la cual debe tener trascendencia en la decisión de fondo, se imputa a la carencia de valoración probatoria, en la que aquí no se incurrió, pues la sentencia que definió el proceso ejecutivo se encuentra sustentada en los medios de prueba incorporados al expediente, en especial el concepto médico del Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses con el que se demuestra la incapacidad del demandado para obligarse, siendo inane el análisis de las demás pruebas. Tampoco se cumple el presupuesto de la relevancia constitucional, ya que no se evidencia la vulneración de los derechos fundamentales de la Cooperativa accionante.
5. Los demás vinculados guardaron silencio.

6. Mediante sentencia de 23 de marzo último, el juzgado de primera sede decidió “denegar por improcedente” la acción de amparo promovida.
Para decidir así, luego de citar jurisprudencia que consideró aplicable al caso, estimó que el proceso ejecutivo en el que encuentra COOMPER lesionados sus derechos, se surtió debidamente y las providencias allí dictadas fueron motivadas y notificadas en forma correcta. De otro lado, aunque la interdicción del señor Manuel Antonio Grisales González fue decretada el 16 de enero de 2015, desde el 1º de agosto de 2013 dicho demandado había sido valorado por Medicina Laboral, cuyo dictamen ya conocía la Cooperativa actora, pues hizo parte en el proceso que entre las mismas partes se tramitó ante el Juzgado Quinto Civil Municipal de Descongestión de Mínima Cuantía. De manera que el único fin de la prueba decretada de manera oficiosa era tener certeza sobre las manifestaciones efectuadas por la apoderada del citado señor. Además, tales pruebas documentales, específicamente el dictamen pericial que sirvió de sustento para determinar la incapacidad de ese demandado, fue decretada e incorporada en debida forma a la actuación. Finalmente indicó que la parte actora no puede pretender, luego de transcurridos más de cuatro meses, solicitar la revocatoria de una decisión por esta vía excepcional.
7. Inconforme con el fallo, el apoderado de la demandante lo impugnó. Para solicitar su revocatoria, además de insistir en los alegatos que expuso al interponer la acción, dijo que no era viable que el juzgado accionado subsanara la falencia probatoria relativa a la falta de prueba de la interdicción del demandado; que el proceso tramitado por el Juzgado Quinto Civil Municipal de Pereira, terminó por pago de la obligación y que, por tal motivo, no hubo necesidad de correr traslado de las excepciones formuladas y por eso COOMPER nunca tuvo conocimiento del dictamen de Medicina Legal que como prueba de ellas se aportó y que en este caso se cumple con el requisito de la inmediatez pues desde la última actuación surtida en el proceso ejecutivo hasta la presentación de la demanda, transcurrieron apenas dos meses. 

También señaló que el juzgado de primera instancia se abstuvo de pronunciarse sobre los demás fundamentos de la acción de amparo y por eso pide se resuelva: a) cómo se llegó a la conclusión de que la Cooperativa ejecutante había actuado de mala fe; b) por qué el señor Manuel Antonio Grisales González pudo otorgar poder para actuar en ese proceso, pero no podía contraer otras obligaciones anteriores, como la que dio origen al proceso ejecutivo y c) lo referente a los efectos de la sentencia de interdicción que rigen solamente hacia el futuro.
8. En esta sede se pronunciaron el Delegado de la Procuraduría y la apoderada de la curadora del señor Manuel Antonio Grisales González, para reiterar los argumentos que expusieron en el trámite de la primera instancia.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a la Sala determinar, en primer lugar, si en este caso se cumplen los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra la sentencia por medio de la cual el juzgado demandado definió el proceso ejecutivo promovido por COOMPER contra los señores Francisco Javier Montes Tangarife, Manuel Antonio Grisales González y Jaime Ramírez Ospina. De serlo, se establecerá si en esa providencia se incurrió en defecto que lesione los derechos fundamentales de que es titular la demandante.
3. La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…)  y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”
.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”
. 

4. Las pruebas documentales incorporadas al proceso y la inspección judicial llevada a cabo en primera instancia
, acreditan los siguientes hechos:

4.1 La Cooperativa del Municipio de Pereira y Departamento de Risaralda, por medio de apoderado, promovió demanda ejecutiva contra los señores Francisco Javier Montes Tangarife, Manuel Antonio Grisales González y Jaime Ramírez Ospina, la cual fue asignada al Juzgado Cuarto Civil Municipal de esta ciudad.

4.2 El 24 de julio de 2014 dicho juzgado accionado libró mandamiento de pago
. 

4.3 Mediante escrito presentado el 27 de noviembre de 2014, la apoderada del señor Manuel Antonio Grisales González se pronunció y propuso las excepciones que denominó “incapacidad para obligarse”, “beneficio de exclusión”, “cobro de lo no debido”, “incapacidad económica” y “mala fe por parte del representante legal de COOMPER”. Como sustento de aquellas tres primeras, dijo que de conformidad con el dictamen de Medicina Legal, su representado sufre una enfermedad mental por la cual viene siendo tratado desde el año 2011 y debido a ella carece de capacidad para valerse por sí mismo y para administrar de forma adecuada sus bienes
.
4.3 Dentro del término de traslado de esas excepciones el apoderado de COOMPER se manifestó para indicar que si en el dictamen pericial se determinó que el señor Grisales González no puede valerse por sí mismo y necesita asistencia permanente, no se explica cómo hizo para suscribir el pagaré, firma que no ha sido tachada de falsa, y si en dicho momento estuvo asistido por un acompañante, por qué este no hizo referencia a su estado de incapacidad, circunstancia de la cual no tenían prueba alguna y por lo tanto no era posible presumir su condición mental. De igual manera, el único competente para declarar la interdicción de una persona es el Juez de Familia
.

4.4 Por auto del 3 de marzo de 2015 se decretaron pruebas
.
4.5 El 15 de mayo de 2015 el apoderado de la demandante solicitó no dar valor probatorio al documento en el que se informa de la existencia del proceso de interdicción en curso en el Juzgado Tercero de Familia local, pues dicho certificado, del cual se le corrió traslado mediante auto de 12 de mayo anterior, fue allegado por la parte demandada a pesar de que al momento de formular las excepciones no solicitó la prueba trasladada
. 
No hay evidencia de que esa solicitud haya sido resuelta por el juzgado accionado.

4.6 Como prueba de oficio se ordenó, entre otras, incorporar copia auténtica del proceso de interdicción del señor Manuel Antonio Grisales González
.   
4.6 Mediante sentencia de 16 de enero de 2015 el Juzgado Tercero de Familia de Pereira declaró la interdicción por discapacidad mental absoluta del señor Manuel Antonio Grisales González y, entre otras decisiones, designó a la señora Yolanda Amparo Enciso Acevedo como su curadora
. 
4.7 El 22 de septiembre de 2016 el Juzgado Cuarto Civil Municipal profirió sentencia en la que declaró probadas las excepciones formuladas por el señor Manuel Antonio Grisales González; ordenó la terminación del proceso en su contra y seguir adelante con la ejecución solo respecto de los demás codemandados Francisco Javier Montes Tangarife y Jaime Ramírez Ospina.

Para así decidir, consideró que, de conformidad con la doctrina, los actos y contratos celebrados por persona con incapacidad absoluta, luego del decreto de interdicción, son nulos aunque se alegue intervalos de lucidez y los que se suscriban “sin previa interdicción son válidos, a menos de probarse que al momento de ejecutarse no tenía sanidad de juicio”. Y más adelante expresó que el señor Grisales González suscribió el título valor el 30 de septiembre de 2013, “el cual es posterior a la dolencia mental que padece, es decir, desde el año 2011, advirtiendo además que la demanda de interdicción fue admitida el 22 de marzo de 2013, y el dictamen rendido por Medicina Legal es del 1 de agosto de 2013, desprendiéndose entonces, que para el 30 de septiembre no tenía sanidad de juicio, por lo que se cumple con el presupuesto de ser un incapaz absoluto…”
.
El dictamen pericial a que se refiere, fue practicado dentro del proceso de interdicción por discapacidad mental del señor Manuel Antonio Grisales González y rendido el 1º de agosto de  2013. En ese trabajo, médica especialista en psiquiatría del Instituto de Medicina Legal, concluyó que el señor Manuel Antonio Grisales González “cursa con un trastorno demencial no especificado sumado a enfermedad afectiva bipolar, presentes de larga data, con seguimiento por el área de psiquiatría desde el año 2011 con dificultad en su control de acuerdo a lo descrito por sus médicos tratantes… y no tiene la capacidad mental para administrar de forma adecuada sus bienes materiales ni tiene capacidad intelectual para disponer de ellos…”

5. En este caso se encuentran satisfechos los requisitos generales de procedencia del amparo constitucional frente a decisiones judiciales, porque: a) de acuerdo con los hechos narrados en el escrito por medio del cual se formuló la acción, el asunto tiene relevancia constitucional, en razón a que involucra el derecho al debido proceso; b) la sentencia en la que se encuentran vulnerados los derechos se dictó en un proceso de única instancia, frente a la cual no procede recurso alguno; c) se cumple el presupuesto de la inmediatez porque entre el 22 de septiembre de 2016, fecha en que se profirió aquella providencia y el 1º de febrero de este año, día en el cual se presentó la acción de amparo, habían transcurrido poco más de cuatro meses, término que se considera razonable y oportuno para acudir a este medio; d) las irregularidades alegadas tienen directa incidencia en la decisión atacada; e) se identificaron los hechos generadores de la vulneración y f) no se controvierte una sentencia dictada en proceso de tutela. 

6. En cuanto a los requisitos específicos de procedibilidad, considera la Cooperativa demandante que el juzgado accionado incurrió en defecto fáctico al decidir terminar el proceso ejecutivo frente al señor Manuel Antonio Grisales González en razón a que para la fecha en que suscribió el pagaré reunía ya la calidad de incapaz absoluto, sin tener en cuenta que, para ese momento, de tal hecho no existía prueba alguna pues la sentencia de interdicción, que solo tiene efectos a futuro, fue proferida luego de iniciado el proceso ejecutivo.
7. En relación con tal defecto, ha dicho la Corte Constitucional: 

“La jurisprudencia constitucional ha señalado que el defecto fáctico se encuentra relacionado con errores probatorios durante el proceso. Este se configura cuando la decisión judicial se toma (i) sin que se halle plenamente comprobado el supuesto de hecho que legalmente la determina; (ii) como consecuencia de una omisión en el decreto o valoración de las pruebas; (iii) de una valoración irrazonable de las mismas; (iv) de la suposición de una prueba; o (v) del otorgamiento de un alcance contraevidente a los medios probatorios” 
. 

 
La Corte Constitucional ha sido reiterativa en la protección al principio de la autonomía e independencia judicial, en el cual se incluye el amplio margen que recae sobre los operadores judiciales para valorar -de conformidad con las reglas de la sana crítica- las pruebas que han sido recaudadas durante el proceso. Sin embargo, la sentencia SU-159 de 2002, señaló que dicha independencia y autonomía “jamás puede ejercerse de manera arbitraria; su actividad evaluativa probatoria implica, necesariamente, la adopción de criterios objetivos, no simplemente supuestos por el juez, racionales, es decir, que ponderen la magnitud y el impacto de cada una de las pruebas allegadas, y rigurosos, esto es, que materialicen la función de la administración de justicia que se les encomienda a los funcionarios judiciales sobre la base de pruebas debidamente recaudadas”
.

Así mismo, se ha señalado que el defecto fáctico tiene dos dimensiones; una positiva y una negativa. Mientras la primera hace referencia a circunstancias en las que se valoran pruebas vulnerando reglas legales y principios constitucionales, la segunda hace relación a situaciones omisivas en la valoración probatoria que pueden resultar determinantes para el caso. Dicha omisión se debe presentar de manera arbitraria, irracional y/o caprichosa.
 


Esta Corporación ha establecido que la dimensión negativa se produce: “(i) por ignorar o no valorar, injustificadamente, una realidad probatoria determinante en el desenlace del proceso;(ii) por decidir sin el apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión; o (iii) por no decretar pruebas de oficio en los procedimientos en que el juez está legal y constitucionalmente obligado a hacerlo”
. Y una dimensión positiva, que tiene lugar “por actuaciones positivas del juez, en la que se incurre ya sea (iv) por valorar y decidir con fundamento en pruebas ilícitas, si estas resultan determinantes en el sentido de la decisión; o (v) por decidir con medios de prueba que, por disposición legal, no conducen a demostrar el hecho en que se basa la providencia”
.

Se ha concluido que el defecto fáctico por no valoración de pruebas se presenta
 “cuando el funcionario judicial omite considerar elementos probatorios que constan en el proceso, no los advierte o simplemente no los tiene en cuenta para efectos de fundamentar su decisión y, en el caso concreto, resulta evidente que de haberse realizado su análisis y valoración, la solución del asunto jurídico debatido habría variado sustancialmente”
.

No obstante lo anterior, la Corte ha reconocido que en la valoración del acervo probatorio el análisis que pueda realizar el juez constitucional es limitado, en tanto quien puede llevar a cabo un mejor y más completo estudio es el juez natural debido al principio de inmediación de la prueba.”
 
8. De acuerdo con esa jurisprudencia, el defecto fáctico se produce por omisión cuando sin razón justificada el juez se niega a dar por probado un hecho que aparece claramente demostrado en el proceso, o por acción, cuando a pesar de que las pruebas reposan en el proceso, las interpreta de manera errada o las valora no obstante ser ilegales o indebidamente practicadas o recaudadas.

En virtud del principio de la autonomía e independencia judicial consagrado por el artículo 228 de la Constitución Nacional, el juez goza de un amplio margen de discrecionalidad en la apreciación de las pruebas. Sin embargo esa facultad no puede confundirse con arbitrariedad, porque encuentra límites en la misma carta fundamental y en las normas de procedimiento que consagran pautas obligatorias al valorarlas.

Pero para la prosperidad de la acción de tutela por defecto fáctico contra una providencia en firme, se requiere que el error en la apreciación probatoria, “sea ostensible, flagrante y manifiesto, y el mismo debe tener una incidencia directa en la decisión, pues el juez de tutela no puede convertirse en una instancia revisora de la actividad de evaluación probatoria del juez que ordinariamente conoce de un asunto, según las reglas generales de competencia”
.

Surge de la lectura de la sentencia en la que encuentra el actor lesionados sus derechos, que el funcionario demandado declaró probadas las excepciones de fondo propuestas por el señor Manuel Antonio Grisales González con el argumento de que era un incapaz absoluto al momento de firmar el pagaré, con fundamento en el dictamen pericial que atrás se resumió, en el que se expresó que presentaba trastorno demencial de larga data con seguimiento por el área de psiquiatría desde el año 2011 y así concluyó que era un incapaz absoluto.

9 La Sala no comparte ese análisis por las razones que se pasan a exponer:

De acuerdo con el inciso 2º del artículo 1502 del Código Civil, la capacidad legal de una persona consiste en poderse obligar por sí misma, sin el ministerio o la autorización de otra. De acuerdo con el artículo 1503, toda persona es legalmente capaz, excepto aquellos que la ley declara incapaces. Dentro de estos últimos, el artículo 1504 distingue entre absolutos y relativos. En la primera categoría se incluyen las personas con discapacidad mental absoluta, los impúberes y los sordomudos que no pueden darse a entender; sus actos no producen ni aún obligaciones naturales. La segunda comprende a los menores adultos y a los declarados en interdicción por disipación; su incapacidad no es absoluta y los actos que celebran, en ciertas circunstancias y bajo ciertos respectos determinados por las leyes, pueden tener valor. 

De otro lado, el artículo 15 de la ley 1306 de 2009 dice que quienes padezcan discapacidad mental absoluta son incapaces absolutos y los sujetos con discapacidad mental relativa, inhabilitados conforme a esta ley, se consideran incapaces relativos respecto de aquellos actos y negocios sobre los cuales recae la inhabilitación. En lo demás se estará a las reglas generales de capacidad; el 16, en relación con los actos de otras personas con discapacidad, dice que la valoración de la validez y eficacia de actuaciones realizadas por quienes sufran trastornos temporales que afecten su lucidez y no sean sujetos de medidas de protección se seguirá rigiendo por las reglas ordinarias; el 17 que se consideran con discapacidad mental absoluta quienes sufren una afección o patología severa o profunda de aprendizaje, de comportamiento o de deterioro mental; el 32, que las personas que padezcan deficiencias de comportamiento, prodigalidad o inmadurez negocial y que, como consecuencia de ello, puedan poner en serio riesgo su patrimonio podrán ser inhabilitados para celebrar algunos negocios jurídicos, ante el Juez de Familia y el 48 expresa que los actos realizados por la persona con discapacidad mental absoluta, interdicta, son absolutamente nulos, aunque se alegue haberse ejecutado o celebrado en un intervalo lúcido y que los realizados por la persona con discapacidad mental relativa inhabilitada, en aquellos campos sobre los cuales recae la inhabilitación, son relativamente nulos.

De acuerdo con esas disposiciones, para el 30 de septiembre de 2013, fecha en que suscribió el pagaré que se cobra en el proceso en el que considera el actor lesionados sus derechos, el señor Manuel Antonio Grisales González se encontraba amparado por la presunción de capacidad legal, en razón a su mayoría de edad y ante la ausencia de prueba de que hubiese sido declarado en interdicción o inhabilitado por incapacidad relativa para celebrar ciertos negocios, pues de acuerdo con las pruebas recogidas, la sentencia que declaró tal interdicción se dictó el 16 de enero de 2015.
En estas condiciones, estima la Sala que el funcionario accionado incurrió en defecto fáctico, al considerar que el señor Grisales Herrera era interdicto, por discapacidad mental absoluta, con un dictamen pericial que aunque es el medio de prueba al que debe acudir el Juez de Familia para decretarla, no acredita, por sí, tal incapacidad. Es decir, se adoptó la decisión de declarar probadas las excepciones propuestas por el señor citado, con un medio de prueba que no lo demuestra.
Se produjo entonces una irregularidad de carácter probatorio que justifica conceder el amparo constitucional porque quien acude a la administración de justicia en procura de obtener la definición de un conflicto, tiene derecho a exigir que el asunto sea decidido con pruebas idóneas, como garantía del derecho al debido proceso y a la defensa.

8. En estas condiciones, se concederá el amparo reclamado. En  consecuencia, se dejará sin efecto la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil Municipal de Pereira, el 22 de septiembre último, en el proceso ejecutivo instaurado por la Cooperativa del Municipio de Pereira y Departamento de Risaralda contra los señores Francisco Javier Montes Tangarife, Manuel Antonio Grisales González y Jaime Ramírez Ospina y se ordenará al titular de ese despacho que dentro de los diez días siguientes a la notificación de esta providencia, dicte una nueva en la que proceda a establecer si demuestran la incapacidad del señor Manuel Antonio Grisales González a la hora de suscribir el pagaré que se aportó como fundamento de la ejecución. 

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley

R E S U E L V E

PRIMERO: REVOCAR, la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito local, el pasado 23 de marzo, en la acción de tutela que propuso la Cooperativa del Municipio de Pereira y Departamento de Risaralda -COOMPER- contra el Juzgado Cuarto Civil Municipal de Pereira, a la que fueron vinculados los señores Francisco Javier Montes Tangarife, Manuel Antonio Grisales González  y Jaime Ramírez Ospina, la Defensora de Familia y el Procurador Delegado para la Defensa de los Derechos de la Infancia, la Adolescencia y la Familia de esta ciudad.

SEGUNDO: CONCEDER el amparo solicitado para proteger el derecho al debido proceso de que es titular la entidad demandante. En consecuencia, se deja sin efecto la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil Municipal de Pereira, el 22 de septiembre de 2016, en el proceso ejecutivo promovido por la Cooperativa del Municipio de Pereira y Departamento de Risaralda -COOMPER- contra los señores Francisco Javier Montes Tangarife, Manuel Antonio Grisales González  y Jaime Ramírez Ospina y se ordena al titular de ese juzgado que dentro de los diez días siguientes a la notificación de esta providencia, dicte una nueva en la que proceda a analizar las pruebas aportadas, con la finalidad de establecer si demuestran la incapacidad del señor Manuel Antonio Grisales González a la fecha en que suscribió el título ejecutivo que se aportó como fundamento de la ejecución.
(Continúa parte resolutiva de sentencia de segunda instancia proferida en la acción de tutela radicada 66001-31-03-002-2017-00030-01)

TERCERO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

CUARTO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

� Sentencia T-307 de 2015


� Sentencia SU-241 de 2015


� Folio 72 y 73 cuaderno No. 1


� Folio 23


� Folios 24 a 34 cuaderno No. 1


� Folio 35 a 38 cuaderno No. 1


� Folio 41 cuaderno No. 1


� Folios 39 y 40 cuaderno No. 1


� Ver parte final de la inspección judicial realizada en primera instancias


� Folios 51 a 57 cuaderno No. 1


� Folios 48 a 50 cuaderno No. 1


� Folios 59 a 62, cuaderno No. 1
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� Ver sentencia SU-447 de 2011


� Sentencia SU-226 de 2013


� Sentencia SU-226 de 2013


� Sobre defecto fáctico por omisión de valoración probatoria, se pueden ver; T-814 de 1999, T-450 de 2001, T-902 de 2005, T-1065 de 2006, T-162 de 2007, entre otras.  


� Sentencia T-078 de 2010


� Sentencia T-746 de 2014, MP. Mauricio González Cuervo


� Sentencias T-567 de 1998, T-636 de 2006, T-130 de 2009 y T-104 de 2014, entre otras.
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